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S E N T E N C I A 

Ciudad de México, a trece de octubre de dos mil 
veintiséis.

Vistos de nueva cuenta los autos para resolver en definitiva 

el juicio oral mercantil número 516/2025, promovido por  ******* 

***** **** ******** ****, en contra de **** ******* ******** 

****
**** 
****
****
*** 
** 
****
* 
****
****
* 
****
* 
****
****
** 

****; en cumplimiento a la ejecutoria de amparo de siete de 

septiembre de dos mil veintiséis dictada en el juicio de amparo 

directo 253/2026 del índice del Sexto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito; y

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Presentación y datos de la demanda. Mediante 

escrito presentado el quince de julio de dos mil veinticinco, en 

el Buzón Judicial de la Oficina de Correspondencia Común de los 

Juzgados de Distrito en Materia de Extinción de Dominio, con 

Competencia en la República Mexicana y Especializado en Juicios 

Orales Mercantiles en el Primer Circuito, con residencia en la 

Ciudad de México, turnado en esa misma fecha a este Juzgado 

Sexto de Distrito en Materia de Extinción de Dominio, con 

Competencia en la República Mexicana y Especializado en Juicios 

Orales Mercantiles en el Primer Circuito, con residencia en la 

Ciudad de México, ******* ***** **** ******** ****, por propio 

derecho, demandó en la vía oral mercantil a  **** ******* 

******** ******** 
*********** ** ***** 
********* ***** 
********** ****, las prestaciones que indica en su ocurso 

inicial.

La parte actora fundó su pretensión en los hechos y 

consideraciones de derecho que constan en el escrito de 

demanda.

SEGUNDO. Admisión y emplazamiento. Por auto de 

dieciocho de julio de dos mil veinticinco, se admitió la 
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demanda en la vía oral mercantil, se registró con el número 

********, se tuvieron por anunciadas las pruebas de la parte 

actora y se ordenó emplazar a la demandada; diligencia que tuvo 

verificativo el veintiuno de julio siguiente.

TERCERO. Contestación a la demanda y vista. Por 

acuerdo de veintidós de agosto de dos mil veinticinco, se tuvo 

a la enjuiciada contestando la demanda, así como oponiendo 

excepciones y defensas, con lo cual se dio vista a la parte actora, 

la cual se tuvo por desahogada mediante proveído de veintinueve 
del mismo mes y año.

CUARTO. Audiencia preliminar y de juicio. El veintiuno 
de noviembre de dos mil veinticinco, se celebró la audiencia 

preliminar prevista en el artículo 1390 Bis 32 del Código de 

Comercio, y se citó para la audiencia de juicio, la que tuvo lugar el 

seis de febrero de dos mil veintiséis y su continuación el veintisiete 

del mismo mes y año, en conformidad con el numeral 1390 Bis 38 

del código en cita.

QUINTO. Sentencia y juicio de amparo. El veintisiete de 

febrero de dos mil veintiséis, este juzgado federal emitió la 

sentencia definitiva correspondiente al presente juicio, la cual fue 

impugnada a través de juicio constitucional, el cual, por razón de 

turno, correspondió conocer al Sexto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito, quien en ejecutoria de siete de 

septiembre de dos mil veintiséis dictada en el juicio de amparo 

directo 253/2026 en su único punto resolutivo, determinó lo 

siguiente:

“ÚNICO. Para los efectos precisados en el penúltimo 
considerando, la Justicia de la Unión AMPARA Y PROTEGE 
a **** ******* ******** ******** *********** ** 
***** ********* ***** ********** **** , contra el 
acto que reclamó de la Juez Sexto de Distrito en Materia de 
Extinción de Dominio con Competencia en la República, 
Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el 
Primer Circuito, con sede en la Ciudad de México, 
consistente en la sentencia definitiva de veintisiete de febrero 
de dos mil veintiséis, dictada en el juicio oral mercantil 
********.”

En ese sentido, los efectos de la ejecutoria de amparo son 
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los siguientes:

[…]

a). Deje insubsistente la sentencia reclamada; 
b). Dicte una nueva resolución en la que teniendo en 

cuenta las consideraciones de esta ejecutoria, resuelva lo 
que legalmente resulte procedente.”

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Este juzgado es competente para 

conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 104, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 56, fracción I, de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y los diversos 

1339, 1390 bis y 1390 bis 1, del Código de Comercio.

Así como en los Acuerdos Generales 3/2013 y 28/2020, del 

Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por los cuales se 

establece la competencia territorial de este juzgado, además, se 

acuerda la entrada en funciones y la competencia material de este 

juzgado para conocer de los asuntos relacionados con oralidad 

mercantil.

SEGUNDO. Procedencia de la vía. Al ser un presupuesto 

procesal de orden público, se analizará previo al estudio del fondo 

del asunto, la procedencia de la vía oral mercantil propuesta por la 

parte actora, en términos de lo expuesto por la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de 

jurisprudencia 1a./J. 25/2005, de la Novena Época del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, localizable en la página 

576, Tomo XXI, de abril de 2005, con registro 178665, de rubro y 

texto: 

“PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO 
PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE 
RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA. El derecho a 
la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está 
restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la 
seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en 
que debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio 
en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto 
procesal que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque 
el análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la 
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vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez 
estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. Por ello, 
el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión de orden 
público, debe analizarse de oficio porque la ley expresamente ordena el 
procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin 
permitirse a los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las 
excepciones expresamente señaladas en la ley. En consecuencia, 
aunque exista un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la 
parte solicitante, sin que la parte demandada la hubiere impugnado 
mediante el recurso correspondiente o a través de una excepción, ello 
no implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía 
establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el 
juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de otra manera 
se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad jurídica 
establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales 
nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades 
esenciales del procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en aras de 
garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, debe 
asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia 
sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el 
momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de 
manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las 
partes no la hubieran impugnado previamente.” 

La vía oral mercantil resulta idónea para resolver el presente 

juicio, ya que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75, 

fracciones XIV y XXV, y 1049, ambos del Código de Comercio, en 

relación con los numerales 1339, 1390 Bis y 1390 Bis 1 del 

ordenamiento legal en cita; la controversia que aquí se ventila 

deriva de actos comerciales, toda vez que se reclama la nulidad 
de operaciones bancarias, dado que las obligaciones contraídas 

entre una sociedad financiera y la parte actora, sin importar que 

una de las partes no sea comerciante, se refieren a actos de 

comercio.

Asimismo, porque no se trata de un juicio de tramitación 
especial establecido en el citado código mercantil ni en otras 

leyes, ni de cuantía indeterminada.

TERCERO. Legitimación. Previo al estudio de fondo, se 

analizará la legitimación de las partes, por ser un presupuesto 

procesal de estudio oficioso. 

Al respecto, se debe señalar que la legitimación en la causa 

es un requisito necesario para la procedencia de la acción, y 

puede ser activa o pasiva. La primera requiere que quien ejerce la 

acción sea el titular del derecho reclamado, esto es, que sea la 
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persona que pueda exigir de la autoridad competente, se declare 

un derecho a su favor y se haga cumplir coactivamente. 

En cambio, la legitimación pasiva en la causa requiere que el 

demandado sea aquél que deba cumplir la obligación exigida en 

juicio. De manera que, si no se cumple esa condición en 

cualquiera de las partes, no puede pronunciarse sentencia que 

decida el fondo de la cuestión planteada. 

Tiene aplicación la jurisprudencia I.11o.C. J/12 emitida por el 

Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito, de la Novena Época del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, visible en la página 2066, tomo XXVII, 

abril de 2008, con número de registro 169857, de rubro y texto 

siguientes: 

“LEGITIMACIÓN ACTIVA EN LA CAUSA. ES UNA CONDICIÓN 
NECESARIA PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN Y SÓLO 
PUEDE ANALIZARSE DE OFICIO POR EL JUZGADOR AL 
MOMENTO DE DICTAR SENTENCIA. La legitimación activa en la 
causa no es un presupuesto procesal sino una condición para obtener 
sentencia favorable, esto es, se trata de una condición necesaria para la 
procedencia de la acción, y consiste en la identidad del actor con la 
persona a cuyo favor está la ley, por lo que el actor estará legitimado en 
la causa cuando ejercita un derecho que realmente le corresponde, de 
tal manera que la legitimación ad causam atañe al fondo de la cuestión 
litigiosa y, por ende, es evidente que sólo puede analizarse de oficio por 
el juzgador en el momento en que se pronuncie la sentencia definitiva y 
no antes.” 

La parte actora se encuentra legitimada en términos de lo 

dispuesto por el artículo 1056 del Código de Comercio, para 

promover el presente juicio oral mercantil, pues comparece en su 

calidad de titular de la cuenta de depósito bancario de dinero a la 

vista  ********** , al amparo de la cual se cargaron las 

operaciones reclamadas.

La demandada tiene legitimación pasiva en la causa, en 

virtud de que aceptó la existencia del contrato que vincula a 
las partes; por lo cual, se encuentra ligada a la controversia.

En consecuencia, se encuentra acreditada la legitimación 
de las partes en el presente proceso.
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CUARTO. Litis. De acuerdo con los planteamientos de las 

partes durante el proceso, esta Juzgadora estima que los temas a 

resolver en la presente controversia consisten en lo siguiente:

•  Determinar si la actora realizó o no doce transferencias 
electrónicas por la cantidad total de  *********** *********** 
*********** *** 
*********** 
********* * ***** 
***** ****** 

****** *********, el diecinueve de noviembre de dos mil 
veinticuatro, con cargo a la cuenta de depósito bancario de 

dinero a la vista **********.

Como consecuencia de lo anterior, si procede o no 
condenar a la parte demandada a: 

i) El reembolso de la cantidad  *********** 

*********** *********** *** *********** 
********* * ***** ***** ****** ****** ********* por concepto de suerte 

principal, 

ii) El pago de los intereses legales,

iii) El pago de daños punitivos, y

iv) El pago de gastos y costas.

QUINTO. Estudio de la acción. En principio, es menester 

precisar que la presente sentencia se desarrollará conforme a lo 

previsto por los artículos 14, 16, párrafo primero y 17, párrafo 

segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, que, en esencia, expresan que, en tratándose de juicio 

orales, se deberá privilegiar la solución del conflicto sobre los 

formalismos procedimentales, es decir, que el estudio de las 

acciones y excepciones del debate, deberá realizarse de manera 

concreta sobre el punto jurídico a resolver, cumpliendo con la 

motivación y fundamentación respectiva.

En el caso, la acción deducida consiste, toralmente, en la 

declaración de nulidad absoluta de doce transferencias 
electrónicas cargadas a la cuenta de depósito bancario de dinero 

a la vista  **********, por la cantidad total de  *********** 

*********** *********** *** 
*********** ********* * ***** ***** ****** ****** *********.
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En ese contexto, a fin de estar en posibilidad de entrar al 

estudio de la nulidad planteada, es necesario analizar lo previsto 

en el Código Civil Federal; lo anterior, ya que se advierte que ni la 

legislación mercantil en general ni alguna otra norma específica 

para estos casos regula expresamente la acción de nulidad.

Por ello, debe estarse a lo dispuesto por el ordenamiento civil 

referido, que regula los efectos y las consecuencias de los actos 

existentes pero viciados, como en la hipótesis referida

Apoya a lo anterior, por analogía, la jurisprudencia 1a./J. 

11/2007, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Tomo XXV, abril de 2007, página 143, registro 172731, 

cuyo contenido es el siguiente: 

“NULIDAD ABSOLUTA. PROCEDE CUANDO SE ALEGA LA 
FALSEDAD DE LA FIRMA IMPRESA EN UN PAGARÉ (VOUCHER) 
SUSCRITO EN VIRTUD DE UNA COMPRA REALIZADA A TRAVÉS 
DE UNA TARJETA DE CRÉDITO. Cuando se reclama a las 
instituciones de crédito la cancelación de los cargos a una tarjeta de 
crédito, por la falsedad de la firma asentada en los pagarés recibidos 
"salvo buen cobro" por los establecimientos afiliados (vouchers), procede 
la acción de nulidad absoluta prevista en el artículo 2225 del Código Civil 
Federal. Ello es así, porque si bien es cierto que las resoluciones de los 
juzgadores deben guiarse por el principio de especialidad de la ley, se 
advierte que ni la legislación mercantil en general ni alguna otra norma 
específica para estos casos regula expresamente la acción de nulidad. 
Por ello, debe estarse a lo dispuesto por el ordenamiento civil referido, 
que regula los efectos y las consecuencias de los actos existentes pero 
viciados, como en la hipótesis referida. Además, aunque se declare la 
nulidad absoluta de los pagarés suscritos por virtud de una compra 
realizada a través de una tarjeta de crédito, ello no significa que quede 
intocada la conducta de la persona que falsificó la firma, pues, por un 
lado, la relación contractual yace sólo entre el acreditante (banco) y el 
acreditado (tarjetahabiente), con independencia de la relación que exista 
entre el acreditante y el establecimiento afiliado de que se trate y, por el 
otro, la ley no impide que el afectado accione contra quien resulte 
responsable a fin de que lo indemnice o le repare el daño ocasionado.”

Al respecto cabe traer a colación, los numerales 1794, 

fracción I, 2224, 2225 y 2226, del Código Civil Federal, aplicado 

supletoriamente al Código de Comercio, que disponen:

“Artículo 1794. Para la existencia del contrato se requiere: 
I. Consentimiento;”

“Artículo 2224. El acto jurídico inexistente por la falta de 
consentimiento o de objeto que pueda ser materia de él, no producirá 
efecto legal alguno. No es susceptible de valer por confirmación, ni por 
prescripción; su inexistencia puede invocarse por todo interesado”. “
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“Artículo 2225. La ilicitud en el objeto, en el fin o en la condición 
del acto produce su nulidad, ya absoluta, ya relativa, según lo disponga 
la ley”. 

“Artículo 2226. La nulidad absoluta por regla general no impide 
que el acto produzca provisionalmente sus efectos, los cuales serán 
destruidos retroactivamente cuando se pronuncie por el juez la nulidad. 
De ella puede prevalerse todo interesado y no desaparece por la 
confirmación o la prescripción”.

De una interpretación sistemática de los citados preceptos 

legales se advierte que para la existencia del acto jurídico se 

requiere, entre otros requisitos, el consentimiento. La falta de ello 

o de objeto que pueda ser materia de él, provoca que el acto 
jurídico sea nulo de pleno derecho, ya que aun cuando exista 
en el mundo fáctico no puede producir efecto legal alguno; lo 
cual no es susceptible de valer por confirmación ni por 
prescripción, dado que su inexistencia puede invocarse por 
todo interesado.

Asimismo, se observa que la ilicitud en el objeto, en el fin o 

en la condición del acto produce su nulidad, sea absoluta o 

relativa, según lo disponga la ley.

De igual forma, se evidencia que, por regla general, la 

nulidad absoluta no impide que el acto produzca provisionalmente 

sus efectos, los cuales serán destruidos retroactivamente cuando 

se pronuncie por el juzgador la nulidad, de la que puede 

prevalecer todo interesado y no desaparece por confirmación o 

prescripción.

De lo anterior, se advierte que los elementos de la acción de 

nulidad intentada son los siguientes: 

1. La existencia de un vínculo jurídico entre las 
partes;

2. La existencia de uno o varios actos que se 
pretendan nulificar; y

3. La falta de consentimiento respecto de los actos 
controvertidos.
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Establecido lo anterior, se procede a analizar los elementos 

de la acción planteada.

a) Estudio del primer elemento de la acción: 

En el juicio que se analiza, se encuentra debidamente 

acreditado el elemento de la acción referido en el inciso a), al 

haber sido reconocida por ambas partes en los escritos de 

demanda y contestación, la relación contractual existente entre 

ellas; de ahí que no exista controversia sobre dicho aspecto.

b) Estudio del segundo elemento de la acción:

También se encuentra acreditado en el juicio este segundo 

elemento, pues obra en autos el estado de cuenta 
correspondiente al periodo del uno al treinta de noviembre de 
dos mil veinticuatro, relativos a la cuenta **********; de cuya 

documental se advierte la existencia de las operaciones bancarias 

impugnadas.

Documental que adquiere valor probatorio pleno de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 1238, 1241, 1296 y 

1298, todos del Código de Comercio, por haber sido presentada 
tanto por la actora como por la demandada.

c) Estudio del tercer elemento de la acción:

Ahora bien, se procede al estudio del último elemento de 
la acción deducida, esto es, el relativo a la falta de 

consentimiento de la parte actora para realizar la transacción 

materia de este contencioso, el cual se acredita de manera 

negativa.

En efecto, de la interpretación de los numerales 11941 y 

11952 del Código de Comercio, permite concluir que el que afirma 

1 Artículo 1194. El que afirma está obligado a probar. En consecuencia, el actor 
debe probar su acción y el reo sus excepciones. 

2 Artículo 1195. El que niega no está obligado a probar, sino en el caso en que 
su negación envuelva afirmación expresa de un hecho.
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está obligado a probar, en tanto quien niega no tiene dicha carga a 

menos que su negación envuelva la afirmación expresa de un 

hecho, así como el que niega cuando al hacerlo desconoce la 

presunción legal que tiene su contraparte.

Esas disposiciones, aplicadas, como en el caso, a las 

relaciones jurídicas entre las instituciones bancarias y sus 

usuarios, llevan a considerar que cuando el usuario niegue las 
operaciones que la institución bancaria le atribuye y carga a 
su estado de cuenta, corresponde al proveedor del servicio 
acreditar la transacción que afirma y que su cliente niega.

Es así, en principio, porque la cuestión queda 
comprendida dentro de la premisa primaria sobre la carga 
probatoria, esto es, que quien afirma debe probar no el que 

niega, a menos que el primero tenga a su favor una presunción 

legal.

Además, las instituciones bancarias tienen mayor 
facilidad para preconstituir y aportar pruebas relacionadas 
con las operaciones que verifican, por ser quienes poseen los 

dispositivos, documentos, instrumentos o lo que hayan empleado 

para registrar la operación e identificar al usuario, en términos de 

los numerales 115 de la Ley de Instituciones de Crédito, 301 y 316 

bis 15 de las Disposiciones de Carácter General aplicables a las 

Instituciones de Crédito.

Máxime que son las administradoras de sus sistemas 

informáticos, las responsables de su manejo y de establecer las 

medidas de seguridad necesarias para que las operaciones sean 

realizadas directamente por el usuario.

En ese contexto, corresponde a la institución crediticia 

demandada aportar los documentos relacionados con las 

operaciones materia de la litis, al tener la obligación de resguardar 

y garantizar la seguridad de la información y documentación 

relativas a los actos, operaciones y servicios reportados por sus 

clientes.
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Luego, a efecto de cumplir su carga procesal, la parte actora 

manifestó bajo protesta de decir verdad, carecer del original: 

- Del contrato de servicios bancarios relativo a la cuenta 

**********.

-Del contrato de banca electrónica asociado a la cuenta 

**********. 

- De estado de cuenta correspondiente al periodo del uno al 

treinta de noviembre de dos mil veinticuatro. 

- De las constancias de la aclaración  *********** , 

formulada por la actora.

- De los comprobantes de los cargos reclamados (bitácoras).

En atención a ello, en el auto admisorio se requirió a la 

institución financiera el original o copia certificada de los referidos 

documentos, con el apercibimiento que de no exhibirlos se 

tendrían por presuntivamente ciertas las afirmaciones que la 

accionante pretendía probar con dichas probanzas.

En cumplimiento a lo anterior, la enjuiciada únicamente 

exhibió copia certificada del contrato de servicios bancarios 

celebrado con la actora, el estado de cuenta correspondiente al 

periodo del uno al treinta de noviembre de dos mil veinticuatro, las 

constancias de la aclaración formulada por la actora y los 

comprobantes de los cargos; por lo que, respecto a estos, en 

audiencia preliminar se tuvo por desahogado el requerimiento 

formulado y se dejó sin efectos el apercibimiento decretado en 

autos.

Por lo que se refiere al resto de los documentos, esto es, el 

contrato de banca electrónica asociado a la cuenta  **********, 

se indicó que la demandada fue omisa en exhibir el original o 

copia certificada del documento solicitado; por lo que, respecto a 

este, se le hizo efectivo el apercibimiento decretado en el 
sentido de tener por presuntivamente ciertas las afirmaciones 
de la parte actora, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 

89 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación 

supletoria al Código de Comercio, salvo prueba en contrario.
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Por su parte, con la finalidad de acreditar la 
improcedencia del reclamo formulado por la parte actora, la 

demandada ofreció las siguientes probanzas:

1. Confesional a cargo de la actora. 

2. Confesional judicial de lo manifestado en la demanda y su 

ratificación. 

3. Documental privada consistente en la solicitud de contrato, 

carátula, clausulado del contrato, hoja de firmas y anexo de 

comisiones del Contrato Único de Personas Físicas celebrado 

entre las partes.

4. Documental privada consistente en el Contrato Único de 

Banca por Internet y Banca Móvil. 

5. Documental privada consistente en la copia certificada de 

la bitácora de transacciones. 

6. Documental pública consistente en la escritura pública 

*******, pasado ante la fe del Notario Público 223 de la Ciudad de 

México. 

7. Documental privada consistente en el legajo de estados de 

cuenta correspondientes al periodo del uno de agosto de dos mil 

veinticuatro al veintiocho de febrero de dos mil veinticinco. 

8. Documental electrónica consistente en la grabación de 

audio de la llamada telefónica realizada por la actora al banco 

demandado y que dio origen a la reclamación ***********. 

9. Pericial en medios electrónicos. 

10. Presuncional en su doble aspecto, legal y humana. 

11. Instrumental.

No obstante, aun cuando tales probanzas tienen valor 

probatorio pleno en términos de los artículos 1287, 1294 y 1306 

del Código de Comercio, con los referidos medios de prueba la 
parte demandada no acredita que la parte actora haya sido 
quien realizó las operaciones tildadas de nulas, ya sea de 
manera propia o con su autorización a través de un tercero.

Por lo que se refiere a la prueba confesional a cargo de la 
parte actora, no le reporta beneficio a su oferente, ya que la parte 

absolvente no aceptó ni reconoció haber realizado las operaciones 

materia de la controversia.
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Por lo que se refiere a la prueba Confesión judicial de lo 
manifestado en la demanda y su ratificación, tampoco le 

reporta beneficio a la parte demandada, dado que la accionante 

negó haber realizado o autorizado las operaciones tildadas de 

nulas; por lo que, con la ratificación del referido ocurso, se tiene 

por reiterada la oposición por falta de autorización de las 

operaciones cuya nulidad se demanda.

Por su parte, la escritura pública *******, pasada ante la fe 

del Notario Público 223 de la Ciudad de México, solo justifica las 

facultades de representación con las que compareció el 

apoderado de la demandada al dar contestación a la demanda 

instaurada en su contra.

Con  relación a la solicitud de contrato, carátula, 
clausulado del contrato, hoja de firmas y anexo de 
comisiones del Contrato Único de Personas Físicas celebrado 
entre las partes, se precisa que únicamente acredita la existencia 

de la relación contractual que une a las partes; mientras que el 

Contrato Único de Banca por Internet y Banca Móvil., 
únicamente corresponde al clausulado de dicho contrato de 

adhesión registrado ante la Comisión Nacional para la Protección 

y Defensa de los Usuarios Financieros, dado que no contiene 

alguna firma atribuible a la actora que permita considerar que se 

obligó en los términos ahí asentados.

 Por lo que se refiere a las diversas documentales 
consistentes en el legajo de estados de cuenta 
correspondientes al periodo del uno de agosto de dos mil 
veinticuatro al veintiocho de febrero de dos mil veinticinco, 

tampoco le reportan beneficio a la oferente, ya que con dichas 

documentales únicamente acredita la existencia de las 
operaciones tildadas de nulas, así como los diversos 

movimientos realizados en la cuenta de la accionante, sin que de 

estos se desprenda elemento alguno con el que se demuestre que 

la parte actora realizó o autorizó las operaciones cuestionadas.

Por cuanto hace a la presuncional legal y humana e 
instrumental de actuaciones, valoradas en términos de lo 

dispuesto por los artículos 1294 y 1305 del Código de Comercio, 
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no son aptas para tener por acreditadas las afirmaciones del 

banco, pues de autos no se advierte medio de prueba o inferencia 

que beneficie a sus intereses.

Adicionalmente, la parte demandada ofreció como prueba de 

su parte la grabación de audio de la llamada telefónica realizada 

por la actora al banco demandado y que dio origen a la 

reclamación ***********; de cuyo medio de prueba se advierte 

que la enjuiciante manifestó haber recibido una llamada del banco, 

en la que le informaban de un intento de ingreso a su banca 

electrónica, y como consecuencia de ello, la necesidad de realizar 

una serie de movimientos -transferencias- para el resguardo de los 

recursos de la cuentahabiente en una cuenta proporcionada por la 

persona que dijo ser empleada del banco enjuiciado, cuyo 

numerario le sería devuelto posteriormente.

Asimismo, del archivo de audio se advierte que, derivado de 

dicha circunstancia, la aquí actora fue quien ingresó a su banca 

electrónica y realizó una a una de las transferencias cuya nulidad 

se demanda; motivos por los cuales se considera, en principio, 

que las operaciones cuestionadas sí fueron realizadas por la 

propia accionante, con la agravante de un posible fraude en 

perjuicio de la usuaria. 

Ahora bien, para acreditar que la parte actora sí realizó o 

autorizó las operaciones reclamadas, la parte demandada también 

ofreció la prueba pericial en medios electrónicos a cargo del 
perito  ****** ***** ****** *** **** ****** ****** ******; sin 

embargo, tomando en consideración que en el caso quedó 
demostrado que la actora fue quien llevó a cabo las 
operaciones materia de la controversia, dado que reconoció 
expresamente haber ejecutado cada una de las transferencias 
objeto del contencioso, se estima que dicha manifestación 
relevó al banco de demostrar la fiabilidad de su sistema, 
debiendo analizarse si los hechos del fraude son imputables 
al banco o a la falta de cuidado del usuario.

Resulta aplicable a lo anterior, por analogía, la tesis 

I.5o.C.187 C (11a.), con registro digital 2029759, sustentada por el 

Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
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visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 

45, enero de 2025, Tomo I, Volumen 1, página 207, 

correspondiente a la undécima época, que dispone lo siguiente:

“NULIDAD DE CARGOS EFECTUADOS A UNA CUENTA 
BANCARIA POR MEDIOS ELECTRÓNICOS. SUPUESTOS EN 
MATERIA DE CARGAS PROBATORIAS. Hechos: En el juicio 
oral mercantil se demandó la nulidad de diversos cargos 
efectuados a una cuenta bancaria mediante transferencias 
electrónicas, retiros en cajero automático y compras en comercios 
con terminales punto de venta. La institución financiera 
demandada negó la procedencia de las prestaciones y ofreció la 
confesional a cargo del usuario. Al desahogarse, el actor 
manifestó que reveló su número de identificación personal (NIP) y 
las claves de acceso a la banca electrónica a un familiar. En la 
sentencia definitiva la autoridad jurisdiccional declaró 
improcedente la acción ejercida, al generarse la presunción de que 
aquél realizó los cargos, por lo que no analizó si el banco acreditó 
la fiabilidad del sistema o la falta de vulneración a sus sistemas al 
realizar los cargos.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito 
determina que cuando se demanda la nulidad de cargos 
efectuados a una cuenta bancaria por medios electrónicos, existen 
diversos supuestos en materia de cargas probatorias, ya que en la 
práctica hay casos con peculiaridades que merecen un tratamiento 
distinto o matizado a las soluciones generales que brinda la 
doctrina jurisprudencial.

Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en las jurisprudencias 1a./J. 16/2019 (10a.) y 
1a./J. 17/2021 (10a.) estableció que, tratándose de operaciones 
bancarias no reconocidas, la carga de la prueba recae en la 
institución financiera, quien debe demostrar haber seguido el 
procedimiento exigido para la operación impugnada por las 
disposiciones de carácter general, aplicables a las instituciones de 
crédito. Si bien las citadas jurisprudencias temáticas definen las 
generalidades de las cargas probatorias y las consecuencias de su 
satisfacción, en la práctica existen problemas atípicos cuyas 
soluciones merecen un tratamiento distinto, como los siguientes:

a. Cuando existe una confirmación parcial de datos 
derivados de un fraude mediante llamada telefónica 
(phishing), pero no una revelación total de aquéllos, lo 
primero que debe analizarse es si la institución bancaria 
acreditó que cada cargo se efectuó conforme al 
procedimiento normativamente exigido, como cualquier caso 
de desconocimiento de operaciones. Si el banco cumple con 
esa carga, ésta se arroja al usuario, quien deberá desacreditar 
las pruebas en torno a la operación. Si no lo hace, el Juez 
debe analizar, a la luz del caso, si los hechos del fraude son 
imputables al banco o a la falta de cuidado del usuario.

b. Si existe un fraude por intercambio de tarjeta plástica con 
chip sin que el usuario revele su NIP, debe analizarse si la 
institución bancaria acreditó que cada cargo se efectuó conforme 
al procedimiento normativamente exigido. Si cumple con esa 
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carga, ésta se arroja al usuario. Si éste no desvirtúa las pruebas 
ofrecidas por el banco, el juzgador debe analizar si los hechos del 
fraude son imputables a la institución financiera por falta de 
seguridad en sus cajeros electrónicos al permitir la instalación de 
cámaras estenopeicas que permitan la extracción de datos 
personales o a la falta de cuidado de quien utilizó los cajeros.

c. Cuando se demande la nulidad de cargos realizados con 
una tarjeta adicional que el cliente alegó que no recibió ni activó, 
debe estudiarse si el banco probó fehacientemente que el usuario 
la recibió y, de ser así, éste debe demostrar que el sistema era 
seguro y fiable al realizar las operaciones cuestionadas.

d. Si se demanda la nulidad de cargos derivados de la 
revelación de datos personales por el alegado robo y privación 
ilegal de la libertad del usuario, la doctrina jurisprudencial es 
inaplicable, ya que no se trata de verificar si el sistema bancario 
fue vulnerado o fiable, por lo que el banco no está obligado a 
demostrar que las operaciones se realizaron conforme al 
procedimiento normativo, ya que el propio usuario acepta haber 
entregado su tarjeta y contraseñas, de forma que los movimientos 
se realizaron siguiendo las instrucciones requeridas para su 
autorización.

e. Cuando el usuario demanda la nulidad de cargos 
bancarios, pero manifiesta expresamente que reveló a un tercero 
los datos confidenciales necesarios para realizar las operaciones 
no reconocidas, la carga de la prueba se le revierte y deberá 
destruir la presunción de que el mensaje de datos en que se 
sustenta cada cargo provino de un intermediario autorizado con 
acceso a las claves del propio usuario y, por ende, aprobadas por 
éste.”

En ese tenor, y a fin de determinar si la responsabilidad de 

las operaciones reclamadas recaen en la usuaria o en el banco 

demandado, y por ende, quien debe asumir las consecuencias de 

estas,  se debe tomar en consideración lo determinado por el 

Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 

en la ejecutoria de amparo que se cumplimenta, en el sentido de 

que la actora apoyó su acción en el hecho de que ella no consintió 

ni autorizó las doce transferencias de las cantidades reclamadas; 

siendo que en autos quedó acreditado por parte de la institución 

demandada, que la propia accionante fue la que efectuó dichas 

trasferencias a una cuenta que un tercero le proporcionó; y 

también quedó evidenciado que la enjuiciada le comunicó a la 

accionante, que si la llamaban para reportar problemas con tu 

cuenta, tarjeta o Banca por internet, no diera información, dado 

que podría ser un estafador; siendo que el banco demandado dio 

aviso a la usuaria de servicios financieros, en cada uno de los 

estados de cuenta que se le hacían llegar de la posibilidad de 

recibir llamadas fraudulentas.
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Lo anterior sin soslayar, que la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias 1a./J. 

16/2019 (10a.) y 1a./J. 17/2021 (10a.) estableció que, tratándose 

de operaciones bancarias no reconocidas, la carga de la prueba 

recae en la institución financiera, quien debe demostrar haber 

seguido el procedimiento exigido para la operación impugnada por 

las disposiciones de carácter general, aplicables a las instituciones 

de crédito; por lo tanto, se estima que las transferencias materia 
de la litis son responsabilidad de la usuaria, aquí actora; toda 

vez que la grabación presentada por la enjuiciada opera en su 

contra.

Se afirma lo anterior, pues en el minuto uno con cincuenta y 

dos segundos (00:01:52) del audio, la actora señaló 
expresamente que la llamada en la que recibió la instrucción 
de transferir los fondos provino del número **********, que 
se encuentra al reverso de su tarjeta, y que correspondía al 
mismo número al que se estaba comunicando para levantar la 
reclamación.

A lo que la empleada le manifestó que ese número “fue 

clonado” y que se les notificó a los clientes de la institución 

bancaria sobre la clonación de ese número, a fin de que, si 

recibían alguna llamada del mismo, no se proporcionara ninguna 

información.

En ese sentido, el tribunal Superior indicó que la demandada 

acreditó que en los estados de cuenta correspondientes a la 

cuenta  **********, del período del uno de agosto de dos mil 

veinticuatro, al veintiocho de febrero de dos mil veinticinco, se 

desprende que cada uno de ellos contienen la leyenda: "No 

muerdas el anzuelo. - - - Si te llaman para reportar problemas con 

tu cuenta, tarjeta o Banca por internet: - - - No des información, 

podría ser un estafador. - - - Desactiva tus tarjetas en la app **** 

Control Total. - - - Llámanos al ** **** ****, para apoyarte"; por 

lo tanto, es responsabilidad de la actora haber hecho revisión de 

sus estados de cuenta y a fin de tomar conocimiento de la 

notificación realizada por la institución bancaria; máxime que la 

actora reconoció en la llamada telefónica que le efectuó a la 

institución demandada, para saber de su dinero, que ella misma 
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realizó la transferencia de sus activos, a una cuenta que un tercero 

le proporcionó.

Por lo anterior, en estricto cumplimiento a lo ordenado por el 

Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 

se estima que, en el caso que nos ocupa, las consecuencias de 

las transferencias realizadas mediante fraude telefónico deben ser 

asumidas por la usuaria; debido a que fue ésta quien realizó las 

transferencias electrónicas reclamadas.

Aunado a ello, el banco enjuiciado refirió que se notificó a los 

usuarios sobre la clonación del número telefónico, a fin de que 

adoptaran las medidas pertinentes para evitar fraudes; por lo que 

la carga de revisarlo recaía en la usuaria.

En esas condiciones, el banco demandado sí demostró que 

existió consentimiento de la parte accionante para realizar los 
actos de comercio reclamados; por lo que, conforme a lo 

expuesto, se concluye que no se encuentra acreditado el 
tercer elemento de la acción en estudio y lo procedente es 
absolver al banco demandado de las prestaciones 
reclamadas.

SEXTO. Estudio de las excepciones. Toda vez que no 

quedó demostrado el tercer elemento de la acción instada en el 

presente controvertido, resulta innecesario el estudio de las 

excepciones opuestas por la demandada.

SÉPTIMO. Decisión, toda vez que no se acreditó uno de los 

elementos de la acción ejercida, conforme a los lineamientos de la 

ejecutoria de amparo emitida por el Sexto Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Primer Circuito, lo procedente es absolver a la 
parte demandada de todas y cada una de las operaciones 
materia de la litis.

OCTAVO. Vista al Agente del Ministerio Público de la 
Federación. En audiencia de juicio de seis de febrero de dos mil 
veintiséis, y una vez que tuvo lugar el desahogo de la prueba 

confesional a cargo de la actora  ******* ***** **** ******** 

****, el apoderado de la demandada  **** ******* ******** 
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****
**** 
****
****
*** 
** 
****
* 
****
****
* 
****
* 
****
****
** 

****, solicitó se diera vista al Agente del Ministerio Público 

Federal, por la posible comisión del delito de falsedad de 

declaración ante autoridad jurisdiccional, derivado de las 

respuestas dadas por la enjuiciante durante el desahogo de la 

prueba confesional a su cargo.

En principio, resulta conducente destacar el contenido del 

artículo 222 del Código Nacional de Procedimientos Penales, que 

señala: 

“Artículo 222. Deber de denunciar.

Toda persona a quien le conste que se ha cometido un hecho 
probablemente constitutivo de un delito está obligada a denunciarlo ante 
el Ministerio Público y en caso de urgencia ante cualquier agente de la 
Policía. Quien en ejercicio de funciones públicas tenga 
conocimiento de la probable existencia de un hecho que la ley 
señale como delito, está obligado a denunciarlo inmediatamente al 
Ministerio Público, proporcionándole todos los datos que tuviere, 
poniendo a su disposición a los imputados, si hubieren sido detenidos en 
flagrancia. Quien tenga el deber jurídico de denunciar y no lo haga, será 
acreedor a las sanciones correspondientes. 

Cuando el ejercicio de las funciones públicas a que se refiere el 
párrafo anterior, correspondan a la coadyuvancia con las autoridades 
responsables de la seguridad pública, además de cumplir con lo previsto 
en dicho párrafo, la intervención de los servidores públicos respectivos 
deberá limitarse a preservar el lugar de los hechos hasta el arribo de las 
autoridades competentes y, en su caso, adoptar las medidas a su 
alcance para que se brinde atención médica de urgencia a los heridos si 
los hubiere, así como poner a disposición de la autoridad a los detenidos 
por conducto o en coordinación con la policía. 

No estarán obligados a denunciar quienes al momento de la 
comisión del delito detenten el carácter de tutor, curador, pupilo, 
cónyuge, concubina o concubinario, conviviente del imputado, los 
parientes por consanguinidad o por afinidad en la línea recta ascendente 
o descendente hasta el cuarto grado y en la colateral por 
consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado inclusive.” 

De lo antes transcrito se advierte que, quien en ejercicio de 

funciones públicas tenga conocimiento de la probable existencia 

de un hecho que la ley señale como delito, está obligado a 

denunciarlo inmediatamente al Ministerio Público, 

proporcionándole todos los datos que tuviere. 

Ahora bien, de una revisión de las constancias que integran 

el juicio que nos ocupa, resulta pertinente destacar que en el caso, 

la parte demandada allegó a juicio un dispositivo USB que 

contiene la grabación de la llamada que  realizó la accionante a la 

Y
A
D
IR
A
 R
O
D
R
IG
U
E
Z
 C
O
N
T
R
E
R
A
S

70
6a
66
20
63
6a
66
33
00
00
00
00
00
00
00
00
00
01
78
9c

12
/0
5/
29
 1
0:
32
:3
5

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



institución financiera demandada, para conocer el supuesto 

estatus de la devolución de los recursos que fueron transferidos 

por ella misma a la cuenta de un tercero, derivado del error al que 

fue inducida con motivo de la falla en los medios de comunicación 

del banco al haber sido clonado su número de contacto -conforme 

a lo dicho por el personal de la propia institución financiera en la 

grabación- , y en la que, ante dicha circunstancia, la aquí 

enjuiciante solicitó presentar una reclamación por los cargos que 

constituyen la materia de esta litis.

Sin embargo, durante el desahogo de la prueba confesional a 

cargo de  ******* ***** **** ******** ****, la accionante 

manifestó entre otras cuestiones: 

(i) hacer uso de su banca electrónica, 

(ii) conocer que para el uso de banca electrónica se requiere 

su usuario, contraseña y token móvil proporcionados, 
(iii) que derivado de la realización de las operaciones aquí 

reclamadas, se comunicó con **** para reportarlas,

(iv) que dicha llamada tuvo lugar el veintidós de noviembre 

de dos mil veinticuatro, 
(v) que fue atendida por el área responsable de levantar 

reportes por operaciones no reconocidas,

(vi) negó haber manifestado que recibió una llamada de 
un presunto número de HSBC, 

(vii) negó haber manifestado que ella fue quien realizó 
diversas operaciones a una cuenta aperturada a su nombre, 

(viii) manifestó conocer el contenido de la llamada de 
veintidós de noviembre de dos mil veinticuatro, 

(ix) negó que fuera su voz la de la llamada de veintidós 
de noviembre de dos mil veinticuatro y aclaró que “no le 

parecía” que lo fuera, 
(x) negó haber recibido notificaciones por parte del banco.

Bajo ese contexto, y en atención a que, a consideración del 

apoderado de la demandada, la actora se condujo con falsedad al 

contestar el interrogatorio que le fue formulado, respecto a lo 

manifestado en la grabación de la llamada que efectuó para 

reportar las operaciones no reconocidas en este juicio, no obstante 

que se encontraba protestada para que se condujera con verdad; 
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Juicio Oral Mercantil 516/2025


esta autoridad jurisdiccional estima que se justifica la intervención 

del Ministerio Público a fin de que determine lo procedente 

respecto a la conducta desplegada por la accionante durante el 

desahogo de la prueba confesional a su cargo, ya que tal proceder 

podría implicar la probable existencia de un hecho constitutivo de 

delito.

 De ahí que, ante la obligación establecida a los funcionarios 

públicos en la legislación penal, se ordena dar vista a la Agente 

del Ministerio Público Federal adscrita y remitirle copia certificada  

de todo lo actuado en el presente juicio, incluyendo copia de la 

videograbación de las audiencias preliminar y de juicio, así como 

del dispositivo USB que contiene el archivo de audio de la llamada 

telefónica atribuida a la actora y que fue exhibida como prueba de 

la demandada, a fin de que esa representación social proceda a 

realizar la investigación correspondiente, o en su caso, se sirva 

turnar las constancias correspondientes a la autoridad competente 

para conocer de la posible comisión del delito antes indicado.

NOVENO. Costas. No resulta procedente decretar especial 

condenación en cuanto a los gastos y las costas, por no 

concretizarse alguna de las hipótesis previstas en las fracciones I, 
II o V, del artículo 1084 del Código de Comercio.

Haciendo la aclaración que los supuestos de condena en 

costas por vencimiento, previstos en las fracciones III y IV del 

citado precepto legal, no son aplicables a los juicios orales 

mercantiles; esto, porque el juicio oral es excluyente respecto del 

juicio ejecutivo en términos del artículo 1390 Bis 1 del Código de 

Comercio, y porque en este tipo de juicios orales no procede el 

recurso de apelación conforme al segundo párrafo del artículo 

1390 Bis del mismo ordenamiento, de manera que no podría 

actualizarse el supuesto de dos sentencias conformes de toda 

conformidad en su parte resolutiva.

Cobra aplicación el criterio jurisprudencial 1a./J 1/2018 (10a.), 

emitido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia, 

consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Décima Época, Libro 52, marzo de 2018, Tomo I, página 923, con 

número de registro 2016352, del rubro y texto siguientes: 
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“COSTAS EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. NO PROCEDE 
LA APLICACIÓN SUPLETORIA DE ALGÚN ORDENAMIENTO 
PROCESAL PARA SU IMPOSICIÓN. La interpretación sistemática y 
funcional de los artículos 1054, 1063, 1390 Bis, 1390 Bis-1, 1390 Bis-
8, y 1081 a 1090 del Código de Comercio conduce a establecer que 
es inadmisible acudir a la ley supletoria, sea el Código Federal de 
Procedimientos Civiles o la ley procesal local respectiva, para 
imponer condena en costas por vencimiento en los juicios orales 
mercantiles, ya que tal aplicación contraviene el sistema de condena 
en costas adoptado por el legislador mercantil en el artículo 1084 del 
Código de Comercio, que es completo y suficiente para condenar o 
absolver sobre el pago de costas en toda clase de juicios mercantiles 
a partir de ciertos criterios que el legislador consideró justificados 
para imponer esa condena, fundados en el abuso en el ejercicio de 
los derechos ante los tribunales, sea por actuar con temeridad o mala 
fe, o bien, por ubicarse en ciertos supuestos objetivos relativos a 
hacer valer una acción o una excepción fundadas en hechos 
disputados, sin aportar prueba alguna; a pretender valerse de 
pruebas inválidas, como documentos falsos o testigos falsos o 
sobornados; a proponer acciones, defensas o excepciones, incidentes 
o recursos improcedentes; a llevar el litigio a una segunda instancia 
infructuosamente, o a resultar vencido en juicio ejecutivo. De lo que 
se advierte que la condena por vencimiento en los juicios mercantiles 
únicamente está prevista para los de carácter ejecutivo dada su 
naturaleza de procesos fundados en títulos que traen aparejada 
ejecución, que no son de cognición y desde su inicio se procede a la 
ejecución, o también para el supuesto de haber sido condenado en 
dos sentencias conformes de toda conformidad en su parte resolutiva, 
por prolongar el juicio a una segunda instancia sin lograr cambio 
alguno en los resolutivos. De manera que imponer la condena por 
vencimiento en los juicios orales mercantiles implicaría contrariar el 
sistema legal a suplir, porque se impondría un supuesto extraño y no 
considerado por el legislador mercantil para fundar la condena en 
costas en esa clase de juicios, igual que ocurre en los juicios 
ordinarios en primera instancia”.

Por tanto, al no advertir este órgano jurisdiccional que las 

partes se hubiesen conducido con temeridad o mala fe, o bien, la 

actualización de alguna de las hipótesis de las fracciones I, II o V, 

del artículo 1084 del Código de Comercio, no procede hacer 
condena alguna en costas en esta instancia.

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 1a. /J. 9/2013 

(10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 1, página 574, 

Décima Época, de rubro siguiente: 

“COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. ALCANCE DEL 
TÉRMINO “IMPROCEDENTES” A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 
1084, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE COMERCIO. Esta Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 
43/2007, de rubro: "COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. LA CONDENA 
A SU PAGO NO REQUIERE QUE LA IMPROCEDENCIA DE LA 
ACCIÓN, NI DE LAS EXCEPCIONES, LAS DEFENSAS, LOS 
INCIDENTES O RECURSOS SEA NOTORIA (INTERPRETACIÓN DE 
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LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 1084 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO).", sostuvo que acorde con la fracción V del citado artículo 
1084, para que proceda condenar al promovente al pago de costas, 
basta que las acciones, las excepciones, las defensas, los recursos o 
incidentes que haga valer resulten improcedentes, y que se consideran 
así las acciones ejercitadas que no encuadran en los supuestos 
amparados en la ley o aquellas cuyos presupuestos, elementos o 
hechos constitutivos no se acreditaron durante el juicio. Sin embargo, en 
alcance a dicha tesis y de una nueva reflexión se precisa que el término 
"improcedentes" a que se refiere el artículo 1084, fracción V, del Código 
de Comercio, debe entenderse como la ausencia de alguno de los 
elementos previstos en las propias normas para que pueda realizarse el 
estudio de fondo de la cuestión planteada, los cuales varían 
dependiendo de la vía que se ejerza y consisten en los mínimos 
necesarios que deben satisfacerse para realizar la jurisdicción; esto es, 
que el caso en su integridad, tanto en su parte subjetiva como objetiva, 
apegado a la seguridad jurídica y debido proceso, debe reunir los 
requisitos normativos para que el juzgador pueda conocerlo y resolverlo. 
Así, la procedencia de una acción, excepción, defensa, incidente o 
recurso, implica que se reúnan los requisitos mínimos necesarios para 
que sea posible su estudio en cuanto a la cuestión planteada, así como 
su resolución y efectos; sin que lo anterior contemple cuestiones de 
fondo que no hayan sido acreditadas, porque éstas desembocan en su 
calificación de infundadas, lo que significa que ya se han superado los 
temas de procedencia y un análisis de la cuestión de fondo.”

Por lo expuesto, fundado y motivado; se,

R E S U E L V E:

PRIMERO. Es procedente la vía oral mercantil.

SEGUNDO. La parte actora no acreditó el tercer elemento 

constitutivo de su acción.

TERCERO. Se absuelve a la demandad de todas y cada 
una de las prestaciones reclamadas en el presente 
controvertido, en los términos indicados en el considerando 

séptimo de la presente resolución.

CUARTO. Dese vista al agente del Ministerio Público de la 

Federación, en términos del considerando décimo de esta 

sentencia.

QUINTO. No se hace especial condena en relación con los 

gastos y costas generados en el presente juicio.
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SEXTO. Comuníquese la presente resolución al Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.

Notifíquese por estrados a las partes y por oficio al Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 

Así lo resolvió y firma electrónicamente Argelia Román 
Mojica, Jueza Sexta de Distrito en Materia de Extinción de 

Dominio, con Competencia en la República Mexicana y 

Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito, 

con residencia en la Ciudad de México, asistida de la secretaria 

Yadira Rodríguez Contreras, que autoriza y da fe. Doy fe.

 El (la) secretario (a) Yadira Rodríguez Contreras, hace constar que, la evidencia criptográfica no coincide con la hora de cierre de la audiencia respectiva, debido a que fue firmada una vez que las cargas de trabajo de este órgano jurisdiccional lo permitieron; lo que se certifica en términos del artículo 28 del Acuerdo General del Pleno del Órgano de Administración Judicial que regula la integración y trámite del expediente electrónico y el uso de videoconferencias en todos los asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del Órgano. Doy fe.
 

CERTIFICACIÓN PARA SENTENCIA 
 

El (la) secretario (a) Yadira Rodríguez Contreras, hace constar que, la evidencia criptográfica no coincide con la hora de cierre de la audiencia respectiva en que se dictó sentencia, debido a que fue firmada una vez que las cargas de trabajo de este órgano jurisdiccional lo permitieron; lo que se certifica en términos del artículo 28 del Acuerdo General del Pleno del Órgano de Administración Judicial que regula la integración y trámite del expediente electrónico y el uso de videoconferencias en todos los asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del Órgano. Doy fe. 
 

 En esta fecha se envió el oficio 4452 /2026 a efecto de hacer del conocimiento 
de la autoridad correspondiente la presente resolución 
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aEl trece de octubre de dos mil veintiseis, la licenciada Yadira Rodríguez

Contreras, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Sexto de Distrito en
Materia de Extinción de Dominio con Competencia en la República Mexicana
y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito, hago
constar y certifico que en esta versión pública no existe información
clasificada como confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


